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LÍNEAS ARGUMENTATIVAS.

DEBERES DE LAS AUTORIDADES. El derecho humano de acceso a la información pública es un derecho humano constitucionalmente reconocido en consecuencia todas las autoridades en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de respetarlo, protegerlo y garantizarlo.

VERSIONES PÚBLICAS, DE LA ELABORACION DE LAS. Los Sujetos Obligados  deberán de elaborar las versiones públicas de aquella información que consideré susceptible de clasificarse, debiendo de considerar las formalidades que establece la normatividad aplicable, entre las cuales se encuentra la emisión  del acuerdo respectivo del comité de transparencia, el que deberá adjuntarse a la respuesta, de lo contrario se  consideran documentos  alterados o de clasificación fraudulenta.  Porque ya que el documento se entrega deberá estar acompañado del acuerdo en donde se explicara qué tipo de datos se están testando y la razón de ello, para que el particular conozca los efectos de la clasificación y no acceda a un documento que este tachado.
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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; de fecha veintiuno (21) de marzo de dos mil diecinueve.

VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión 00002/INFOEM/IP/RR-E/2019 promovido por ------------------------------------------- ---------------------------- en su calidad de RECURRENTE, en contra de la respuesta de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos en lo sucesivo el SUJETO OBLIGADO, se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes:


[bookmark: _Toc461555884][bookmark: _Toc466371847][bookmark: _Toc3464799]ANTECEDENTES

1. El día veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho, EL RECURRENTE y otra persona presentaron de manera escrita en dos formatos libres ante EL SUJETO OBLIGADO, una solicitud de acceso a la información pública, mediante la cual requirieron lo siguiente:
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Señaló como modalidad de entrega de información: A través de correo electrónico.

2. Mediante oficio de fecha siete (07) de diciembre de dos mil dieciocho, el SUJETO OBLIGADO dio respuesta a la solicitud de información, en los siguientes términos: 

[image: ]
3. [bookmark: _Toc466982514][bookmark: _Toc471908126][bookmark: _Toc491791300][bookmark: _Toc496726170][bookmark: _Toc497242134][bookmark: _Toc497292517][bookmark: _Toc498503716][bookmark: _Toc499568660][bookmark: _Toc499568693][bookmark: _Toc499665452][bookmark: _Toc499729819][bookmark: _Toc499835024][bookmark: _Toc499835835][bookmark: _Toc499835858]El día diez (10) de enero de dos mil diecinueve EL RECURRENTE, a nombre propio, interpuso el recurso de revisión de manera escrita, ante este Instituto, al cual se le asignó el número de expediente 00002/INFOEM/IP/RR-E/2019, señalando como acto impugnado y motivos de inconformidad los siguientes: 
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[image: ]
[image: ]
[image: ]
[image: ]
[image: ]
4. El diez de enero de dos mil diecinueve, la Comisionada Presidenta de este Instituto, con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, turnó el recurso de mérito, al Comisionado José Guadalupe Luna Hernández, a efecto de que se decretara su admisión o desechamiento.

5. El Comisionado Ponente con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción II de la ley de la materia, a través del acuerdo de admisión de fecha quince (15) de enero de dos mil diecinueve, puso a disposición de las partes el expediente electrónico vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense SAIMEX a efecto de que en un plazo máximo de siete días manifestaran lo que a su derecho convinieran, ofrecieran pruebas y alegatos según corresponda a los casos concretos, de esta forma para que el SUJETO OBLIGADO presentará el Informe Justificado procedente.

6. El día treinta (30) de enero de dos mil diecinueve, el SUJETO OBLIGADO presentó su informe justificado, mismo que fue dado a conocer al RECURRENTE mediante acuerdo de fecha seis (06) de febrero del mismo año; no obstante el particular fue omiso en realizar manifestaciones que a su derecho convinieran y asistieran.

7. Consecutivamente, el Comisionado Ponente decretó el cierre de instrucción mediante acuerdo de fecha diecinueve (19) de febrero de la presente anualidad, consecutivamente mediante acuerdo de fecha veintiocho (28) del mismo mes y año, se amplió el termino para resolver, por lo que, ordenó turnar el expediente a resolución.

[bookmark: _Toc491791302][bookmark: _Toc3464800]CONSIDERANDO

[bookmark: _Toc491791303][bookmark: _Toc3464801]PRIMERO. De la competencia

8. Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver del presente recurso de conformidad con el artículo: 6, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículos 1, 2 fracción II, 13, 29, 36 fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 10, 7, 9 fracciones I y XXIV, y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc491791304][bookmark: _Toc3464802]SEGUNDO. De la oportunidad y procedencia.

9. En esa tesitura, atendiendo a que EL RECURRENTE manifestó bajo protesta de decir verdad que conoció la respuesta del SUJETO OBLIGADO, en fecha once (11) de diciembre de dos mil dieciocho; así, el plazo de quince días hábiles que el artículo 178 de la Ley de la materia otorga a EL RECURRENTE para presentar el recurso de revisión, transcurrió del día doce (12) de diciembre de 2018 al diecisiete (17) de enero de dos mil de 2019;  por lo que al presentar su inconformidad el día diez (10) de enero de dos mil diecinueve, resultó dentro del término previsto para tal efecto.

10. Por otro lado, el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la Ley de la materia actual, por lo que es procedente que este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, conozca y resuelva el presente recurso.

[bookmark: _Toc3464803][bookmark: _Toc466371865][bookmark: _Toc466377653]TERCERO. Planteamiento de la Litis

11. De tal manera que la Litis que ocupa a este recurso, se circunscribe a determinar si la información solicitada, previamente transcrita en el anterior párrafo uno (01) y los argumentos vertidos por el SUJETO OBLIGADO en el Informe Justificado son aptos para atender el derecho de acceso a la información pública del hoy RECURRENTE.

12. En dichas condiciones, la Litis a resolver en este recurso se circunscribe a determinar si se actualiza la causal de procedencia prevista en el artículo 179, fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en virtud que la misma establece la entrega de la información incompleta; contexto del cual se dolió la hoy recurrente al momento de interponer el recurso de mérito.

13. Resulta necesario señalar que el derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 19.2; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13.1; en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Particular del Estado de México, por lo que el Sujeto Obligado debe ser cuidadoso del debido cumplimiento de las obligaciones constitucionales que se le imponen, en consecuencia, a todas las autoridades, en el ámbito de su competencia, según lo dispone el tercer párrafo del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al señalar la obligación de “promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos”, entre los cuales se encuentra dicho derecho.
[bookmark: _Toc529263621][bookmark: _Toc530650937][bookmark: _Toc3464804][bookmark: _Toc515462773]CUARTO. Estudio y resolución del asunto

14. Primeramente, precisar que Órgano Garante parte de que el Derecho de Acceso a la Información Pública, es un derecho humano reconocido en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 19.2; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13.1; en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Particular del Estado de México, por lo que al respecto el SUJETO OBLIGADO debe ser cuidadoso del debido cumplimiento de las obligaciones constitucionales que se le imponen, en consecuencia, a todas las autoridades, en el ámbito de su competencia, según lo dispone el tercer párrafo del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al señalar la obligación de “promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos”, entre los cuales se encuentra dicho derecho. 

15. Por lo anterior, se deduce que el derecho de acceso a la información pública es un derecho humano constitucionalmente reconocido en consecuencia todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, funciones y atribuciones tienen la obligación de respetarlo, protegerlo y garantizarlo.

16. Además de la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de acceso a la información, la Ley General de Trasparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en el artículo 150 establece que el Procedimiento de Acceso a la Información Pública es la garantía primaria del derecho de Acceso a la Información y se rige por los principios de simplicidad y rapidez. 

17. Ahora bien, del caso concreto y derivado del razonamiento lógico-jurídico de las constancias que obran en el expediente al rubro indicado, el hoy recurrente solicitó:
a) Convenio entre el Departamento del Distrito Federal, y las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, siendo publicado el 16 de diciembre de 1966 posterior en el Diario Oficial del Departamento del Distrito Federal;
b) Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, para el aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, con la autorización del entonces Presidente de la República Mexicana, Lic. Gustavo Díaz Ordaz;
c) Segundo Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, la entonces Secretaría de Recursos Hidráulicos y el Gobierno del Estado de México, relativo al aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, Méx. y a la realización de las obras de beneficio social que se mencionan; 
d) Convenio que modifica la cláusula 13ª. y establece las bases para finiquitar las obligaciones que derivan del Convenio celebrado por el Departamento del Distrito Federal y la Secretaría de Recursos Hidráulicos, con el Gobierno del Estado de México para captación y utilización de aguas de los mantos acuíferos del Alto Lerma; el cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 2 de noviembre de 1970;
a) De los convenios antes descritos, aportaciones económicas, totales y parciales, con fechas de entrega recepción; y,
b) Nombre de los servidores públicos que fungieron como enlace en la negociación de los convenios de referencia, entre el Departamento del Distrito Federal y el Estado de México. 

18. Al respecto, EL SUJETO OBLIGADO, a través del Director General Jurídico y Consultivo, respondió que con absoluta certeza, en la Dirección General a su cargo, no existe antecedente alguno referente al convenio para el alumbrado de aguas del subsuelo en la zona del Valle de Toluca, Estado de México, que comprende parte de la cuenca del rio Lerma, realizado por el Departamento del Distrito Federal, la Secretaría de Recursos Hidráulicos, de Agricultura y Ganadería, el cual se firmó en la Ciudad de México el 14 de diciembre de 1966, publicado el 16 de diciembre de 1966 en el Diario Oficial de la Federación.

19. Inconforme con dicha determinación, el hoy RECURRENTE interpuso el medio defensa de análisis, a través del cual refirió que no se encontraba conforme con la manera en que se le había contestado, dadas las pruebas de hechos y de documentos válidos y verídicos, todos ellos oficiales.

20. Posteriormente, EL SUJETO OBLIGADO rindió su Informe Justificado, en el cual manifestó:
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21. De lo anterior, se desprenden varios aspectos, el primero de ellos, que del escrito del recurso de revisión y sus anexos presentados por el RECURRENTE ante este Órgano Garante en fecha diez (10) de enero del año que transcurre, no se advertía el contexto expuesto por la Titular de la Unidad de Transparencia del Secretaría de Justicia y Derechos Humanos, referente a que nunca tuvo conocimiento del acto impugnado, adjuntando para tal efecto captura de pantalla del tablero de seguimiento del SUJETO OBLIGADO  en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ni que nunca tuvo conocimiento de dicha petición de la cual también desconoce el medio por el cual ingreso, sumado a que del mismo se advierte un derecho de petición y uno el ejercicio del derecho de acceso a la información por estar fundado con base en el artículo 8 de la carta magna y no así por su diverso 6°.

22. De dicho escenario, se observa que ciertamente le asiste la razón a la Titular de la Unidad de Transparencia en el sentido que no había tenido conocimiento en primera instancia de la solicitud de información que se impugna, por no haber sido ingresada de manera electrónica a través del SAIMEX, ni de manera escrita u oral ante la Unidad de Transparencia.

23. Concatenado a lo anterior, refiere que entonces queda en estado de indefensión, el cual se entiende como aquella situación en la que una de las partes dentro de un proceso se le impide el ejercicio de un derecho de naturaleza procesal, anulando o restringiendo, total o parcialmente, su oportunidad de defensa.

24. Contexto que resulta inaplicable en la especie, toda vez que mediante acuerdo de fecha quince (15) de enero de la presente anualidad, se notificó a la Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos la admisión del presente medio de impugnación, haciéndole de su conocimiento que de conformidad con los dispuesto en el artículo 185 fracción II, III y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, manifestara lo que a su derecho conviniera y asistiera, a efecto de ofrecer pruebas, informe justificado y presentar alegatos, de modo tal que no se limitó total o parcialmente, su oportunidad de defensa.

25. En ese sentido, con relación al desconocimiento de la solicitud, tampoco se advierte aplicable en la especie, en virtud que del propio informe justificado, la Titular de la Unidad de Transparencia refiere que la solicitud esta fundada con base en el artículo 8 de la carta magna y no así en el diverso 6° y por tanto debe desecharse, de lo que se colige tiene conocimiento del contenido de la multicitada solicitud.

26. Por otro lado, en relación a la solicitud de desechamiento del recurso de revisión, por encontrarse el escrito fundado en el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece que no ha lugar a la solicitud, por no ser una causal para el desechamiento. Sirve de apoyo a lo anterior el Criterio 7/14, emitido por el entonces IFAI, hoy Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra dispone:

Solicitudes de acceso. Deben admitirse aun cuando se fundamenten en el artículo 8º constitucional. Independientemente de que los particulares formulen requerimientos invocando el derecho de petición o el artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las dependencias y entidades están obligadas a dar trámite a las solicitudes de los particulares, si del contenido de las mismas se advierte que la pretensión consiste en ejercer el derecho de acceso a información gubernamental y lo requerido tiene una expresión documental.

Resoluciones

•   RPD-RCDA 0699/13. Interpuesto en contra de la Secretaría de Economía.
Comisionada Ponente Jacqueline Peschard Mariscal.

•	RDA   0158/13   y   acumulado.   Interpuesto   en   contra   del   Servicio   de Administración Tributaria. Comisionada Ponente María Elena Pérez-Jaén Zermeño.

•   RDA  1985/12.  Interpuesto  en  contra  del  Servicio  de  Administración  y Enajenación de Bienes. Comisionado Ponente Gerardo Laveaga Rendón.

•   2783/11. Interpuesto en contra de la Comisión Nacional del Agua. Comisionada
Ponente María Elena Pérez-Jaén Zermeño.

•   2319/11.   Interpuesto   en   contra   de   Pemex   Exploración   y   Producción.
Comisionada Ponente Jacqueline Peschard Mariscal.

Criterio 7/14

27. Por otro lado el SUJETO OBLIGADO,  dentro de su informe justificado señalo que el recurso de revisión no cumple con los requisitos que se establece el artículo 180 de la ley de la materia, como se aprecia:
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28. Contexto que también se desestima, en virtud que de las constancias que obran en el expediente en que se actúa, se desprenden los requisitos de referencia y por cuanto hace al número de folio de respuesta de la solicitud de información, es un requisito que hace alusión a un dato que es generado de manera automatizada por el sistema SAIMEX, el mismo corresponde a un acuse que crea el sistema al momento que los sujetos obligados dan contestación a las solicitudes de información; luego entonces, al ser la solicitud de mérito un escrito libre, no fue generado ningún folio electrónico de manera automatizada por lo que resulta inconcuso el hecho que en el particular pudiera insertar ese dato en su escrito de recurso de revisión, medio de impugnación que se insiste no fue generado por el sistema SAIMEX. Por lo que en tales términos, es que queda subsanado el punto señalado por la Titular de la Unidad de Transparencia, a contrario sensu con fundamento en el artículo 181 de la ley de la materia que refiere: 

“Artículo 181. Si el escrito de interposición del recurso no cumple con alguno de los requisitos establecidos en el artículo anterior y el Instituto no cuenta con elementos para subsanarlos, se prevendrá al recurrente, por una sola ocasión y a través del medio que haya elegido para recibir notificaciones, con el objeto de que subsane las omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente de la notificación de la prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de revisión..
…”

29. Expuesto lo anterior, debe señalarse que lo correctamente dable, era que el SUJETO OBLIGADO al rendir su informe justificado diera observancia al principio de máxima publicidad, rector del derecho de acceso a la información; pues aún y cuando de un inicio no tuvo conocimiento de la solicitud de información por no haber sido interpuesta vía SAIMEX u oral o escrita ante la Unidad de Transparencia, en un hecho posterior como lo es el informe justificado, pudo pronunciarse al respecto de modo tal que se tutelara y garantizar el derecho humano fundamental de acceso a la información pública del particular al mayor grado posible, teniendo así la posibilidad de modificar o revocar el acto, como lo señala el artículo 185 de la ley de la materia, como se aprecia:

“Artículo 185. El Instituto resolverá el recurso de revisión conforme a lo siguiente:
...
III. Recibido el informe justificado, cuando se modifique la respuesta, este se pondrá a disposición del recurrente para que en un plazo de tres días hábiles, manifieste lo que a su derecho convenga;
...”

30. Expuesto lo anterior, si bien existió una deficiencia durante el procedimiento de acceso a la información pública como tuviera a bien señalar la Titular de la Unidad de Información de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos, no es óbice para que este Órgano Garante subsane la misma y garantice el derecho fundamental del particular, ello con fundamento en el artículo 13 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que es del tenor literal siguiente:

“Artículo 13. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, deberá suplir cualquier deficiencia para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información.”

31. Luego entonces, el Criterio 7/14 antes referido emitido por el Órgano Garante Nacional, refiere que deben admitirse aquellas solicitudes aún y cuando estén fundadas en el artículo 8 de la carta magna; en ese sentido también resulta dable traer a colación la tesis 2a. XII/2019 (10a.), emitida por el máximo tribunal del país, que establece:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA CONSULTA RELATIVA QUE AL EFECTO PRESENTEN LOS SOLICITANTES, DEBE CUMPLIR CON LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES PARA EJERCER EL DERECHO DE PETICIÓN.

El artículo 6o., apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos; de esta manera, la solicitud de acceso a la información pública que al efecto presenten los particulares, no tendrá como requisito demostrar el interés, la finalidad por la que se solicitan los datos respectivos o su identidad; no obstante, el hecho de que sea una petición dirigida a servidores públicos, no la exime de cumplir con los requisitos constitucionales previstos en el artículo 8o. de la Ley Fundamental, por lo que deberá formularse por escrito, de manera pacífica y respetuosa.

SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

32. En virtud, que se aprecia la solicitud de mérito, ciertamente cumple con los requisitos del artículo 8 constitucional; luego entonces –se insiste– se estuvo en posibilidad de poder dar atención a los motivos de inconformidad del particular, mismos que como quedara previamente establecido, versaron en la entrega de la información incompleta.

33. Contexto que se suscribe, en virtud que de la respuesta emitida por el servidor público habilitado se aprecia, hace un pronunciamiento únicamente por lo que hace al Convenio para el alumbrado de aguas del subsuelo en la zona del Valle de Toluca, Estado de México, que comprende parte de la cuenca del rio Lerma, realizado por el Departamento del Distrito Federal, la Secretaría de Recursos Hidráulicos, de agricultura y ganadería, quedando pendientes el resto de requerimientos enunciados a modo desagregado en el anterior párrafo diecisiete (17).

34. Asimismo, el Director General Jurídico y Consultivo, señaló que con absoluta certeza, en la Dirección General a su cargo no existe antecedente alguno referente al instrumento jurídico de referencia; sin embargo la contestación aun cuando corresponde a un hecho negativo, incumbe a un mero pronunciamiento sin existir evidencias de una búsqueda exhaustiva y razonable de la información.

35. Al respecto, es importante referir, que este Órgano Garante cuenta con funciones jurisdiccionales, por lo que al momento de resolver un recurso de revisión vinculado con el derecho fundamental de acceso a la información pública, se encuentra constitucional y convencionalmente facultado para adoptar criterios orientadores emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

36. Sirviendo de sustento a lo anterior, Tesis Aislada P. LXVI/2011(9a.), publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, diciembre de 2011, Tomo 1, pág. 550, que a la letra refiere lo siguiente:

“CRITERIOS EMITIDOS POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CUANDO EL ESTADO MEXICANO NO FUE PARTE. SON ORIENTADORES PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEAN MÁS FAVORABLES A LA PERSONA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que derivan de sentencias en donde el Estado Mexicano no intervino como parte en el litigio son orientadores para todas las decisiones de los jueces mexicanos, siempre que sean más favorables a la persona, de conformidad con el artículo 1o. constitucional. De este modo, los jueces nacionales deben observar los derechos humanos establecidos en la Constitución Mexicana y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación al interpretarlos y acudir a los criterios interpretativos de la Corte Interamericana para evaluar si existe alguno que resulte más favorable y procure una protección más amplia del derecho que se pretende proteger. Esto no prejuzga la posibilidad de que sean los criterios internos los que se cumplan de mejor manera con lo establecido por la Constitución en términos de su artículo 1o., lo cual tendrá que valorarse caso por caso a fin de garantizar siempre la mayor protección de los derechos humanos.

Varios 912/2010. 14 de de julio de 2011. Mayoría de seis votos; votaron en contra: José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio.

El Tribunal Pleno, el veintiocho de noviembre en curso, aprobó, con el número LXVI/2011 (9a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de noviembre de dos mil once.”

(Énfasis añadido)

37. Precisado lo anterior y, con relación a uno de los derechos fundamentales que tiene la obligación de proteger este Instituto, el artículo 6 de la Carta Fundamental del país establece el derecho de acceso a la información pública como un derecho humano que debe ser respetado por todas las autoridades públicas y, en caso de vulneración, se instituyen Órganos Garantes especializados en los diferentes niveles para su debida protección y respeto, aún en contra de la voluntad de los Sujetos Obligados.

38. Es así que, en el plano internacional, particularmente en el tema en análisis, existen sentencias que emite la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que son vinculantes tanto para los estados involucrados como para aquellos, en el caso del Estado Mexicano, que pese a no ser parte involucrada la ley lo faculta constitucionalmente para adoptarlos como criterios orientadores, siempre y cuando se aplique el principio pro persona; es decir, es lo que más favorable le sea a la persona.

39. Sirve referir que el Tribunal de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, mediante su sentencia del veinticuatro (24) de noviembre de dos mil diez sobre el caso Gomes Lund y Otros contra Brasil, en su capítulo VII, se ha pronunciado en relación a que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos deben actuar de buena fe y realizar diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho, especialmente cuando se trata de conocer la verdad de lo ocurrido en todos los casos, pero sobretodo de violaciones graves de derechos humanos como lo son las desapariciones forzadas y la ejecución extrajudicial, además que la falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que se realizaron para confirmar o no la existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho.[footnoteRef:1] [1:  Ver Corte IDH, Caso Gomes Lund y Otros (“Guerrilha” Do Araguaia”) vs. Brasil, Sentencia de 24 de noviembre de 2010, Capitulo VII, pág. 81, párr. 211.] 


40. Por consiguiente, debe acreditarse la efectiva búsqueda exhaustiva de la información efectuada por los sujetos obligados y de no hallarse, las documentales que acrediten las diligencias realizadas por los Servidores Públicos Habilitados que confirmen que la información solicitada no fue localizada, acciones con las cuales otorgaría certeza y seguridad jurídica al particular respecto el ejercicio del derecho de acceso a la información pública.

41. Asimismo, se reitera que solo fue un servidor público quien se pronunció al respecto, habiendo más unidades administrativas a quienes de acuerdo a sus facultades ya atribuciones debiera turnarse la solicitud de mérito. En ese sentido, las facultades y atribuciones del SUJETO OBLIGADO, de conformidad con la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, le corresponde entre otros asuntos el despacho de los siguientes:

“Artículo 38 Ter. La Secretaría de Justicia y Derechos Humanos es la Dependencia encargada de diseñar y coordinar la política jurídica y de acceso a la justicia del Poder Ejecutivo, de planear, programar, dirigir, resolver, controlar y evaluar las funciones del registro civil, mejora regulatoria, del notariado, las relativas a la demarcación y conservación de los límites del Estado y sus municipios, en coordinación con las autoridades competentes, de la función registral, legalizaciones y apostillamiento, de la defensoría pública, administración de la publicación del periódico oficial "Gaceta del Gobierno", las relativas al reconocimiento, promoción, atención y defensa de los derechos humanos desde el Poder Ejecutivo, de proporcionar información de los ordenamientos legales, coordinarse con los responsables de las unidades de asuntos jurídicos de cada Dependencia de la Administración Pública Estatal, en  materia jurídica de las dependencias y demás disposiciones de observancia general en el Estado.

….”

· Revisar o elaborar los proyectos de iniciativas de ley o decreto que presente el Gobernador a la Legislatura del Estado, y en caso de que los mismos afecten el Presupuesto de Egresos, se estará a lo que dispone el artículo 288 del Código Financiero del Estado de México y Municipios
· Revisar o elaborar los proyectos de reglamentos, decretos o acuerdos y demás instrumentos jurídicos que se sometan a consideración y en su caso autorización del Gobernador
· Informar al Gobernador sobre las leyes y reglamentos que sean contrarios a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y proponer las reformas necesarias para su armonización
· Coordinar la función jurídica de la Administración Pública del Gobierno del Estado de México, con excepción de la materia fiscal;
· Asesorar jurídicamente y orientar, cuando así lo requieran, a las dependencias y organismos auxiliares de la Administración Pública del Estado, así como a las autoridades municipales;
Coadyuvar en la elaboración, revisión y sanción de los convenios, contratos y demás instrumentos jurídicos y administrativos relativos a la coordinación con la administración pública federal y con los gobiernos estatales;
· Ejecutar por Acuerdo del Gobernador las expropiaciones, ocupación temporal y limitación de dominio en los casos de utilidad pública de conformidad con la Legislación relativa
· Definir las directrices y dictar los lineamientos que en materia jurídica deberán seguir las dependencias de la Administración Pública Estatal;
· Requerir de las áreas jurídicas de las dependencias y organismos auxiliares del Poder
· Ejecutivo del Estado, todo tipo de colaboración, informes o documentos sobre los asuntos que conozcan

42. En ese contexto, los Sujetos Obligados, en materia de transparencia, en todo momento deben apegar su actuar conforme lo establece la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

43. Entonces, es fundamental que para el correcto cumplimiento del derecho de acceso a la información, los sujetos obligados realicen con efectividad, los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de información.

44. En el presente asunto en particular, fue únicamente un servidor público habilitado quien se pronunció al respecto; siendo que existen más unidades administrativas que de acuerdo a sus funciones y atribuciones eventualmente pueden contar con el soporte documental de referencia.

45. Luego entonces, se aprecia que se omitió el contenido de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en su artículo 162, que señala: 

“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”
 
46. Es así, que las unidades de transparencia deberán turnar las solicitudes de acceso a la información a las áreas correspondientes para que estas a su vez, manifestarán lo conducente; situación que en el caso concreto no se materializó.

47. La búsqueda exhaustiva y razonable de la información con su debida comprobación, es una herramienta que permite brindar mayor certeza a los particulares sobre las acciones que realizan los sujetos obligados para atender las solicitudes de información. Asimismo, con dicha herramienta se refleja el grado de compromiso que tienen como autoridades para el debido cumplimiento y tutela del derecho constitucional y convencionalmente reconocido que es el derecho de acceso a la información. La falta de carteo o turno de las Unidades de Transparencia a las diferentes áreas que integran la estructura orgánica de los Sujetos Obligados, podrían causar una afectación o restricción al derecho ejercido por los particulares.

48. Atento a lo anterior, resultaría necesario anexar el organigrama del SUJETO OBLIGADO; empero dada la extensión del mismo no resulta viable anexarlo en el cuerpo del presente proveído; sin embargo el mismo se encuentra contenido en el hipervínculo siguiente: http://sjdh.edomex.gob.mx/organigrama. 

49. En ese sentido, no debemos perder de vista que el derecho de acceso a la información es la igualdad de oportunidades para recibir, buscar e impartir información[footnoteRef:2] en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos, y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal[footnoteRef:3] que se constituye como una herramienta fundamental para ejercer control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas,[footnoteRef:4]fomentando la transparencia de las actividades estatales y promoviendo la responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión pública[footnoteRef:5] que permite saber qué están haciendo los gobiernos por sus pueblos, sin lo cual la verdad languidecería y la participación en el gobierno permanecería fragmentada.[footnoteRef:6] ” [2:  Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 13.]  [3:  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo sexto, sección A, Fracción I.]  [4:  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Claude Reyes y otros vs Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C. No. 151. Párr. 86.]  [5:  Ibídem. Párr. 87.]  [6:  Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión, el Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y el Relator Especial de la Organización de los Estados Americanos (OEA) para la Libertad de Expresión (2004), disponible en http://www.oas.org/es/cidh/expresion/documentos_basicos/declaraciones.asp.] 


50. El acceso a la información es un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido y para tal efecto el párrafo tercero del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el deber de todas las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. En cuanto al derecho de acceso a la información, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios prevé establece que el procedimiento de acceso a la información es la garantía primaria del derecho en cuestión y se rige por los principios de simplicidad, rapidez y gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares[footnoteRef:7], asimismo establece que las unidades de transparencia de los Sujetos Obligados deberán garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas. [7:  Artículo 150. Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Artículo 151. Ibídem.] 


51. Resulta necesario referir que, el artículo 6° apartado A fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 5 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, guardan una estrecha relación, puesto que los ordenamientos citados concurren refiriendo que los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que se derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen, posean o administren.

52. Además, debemos tomar en cuenta los artículos 4 y 12, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales establecen lo siguiente:

Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

53. Es así que, por un lado se tiene la obligación de documentar todos los actos que se lleven a cabo en el ejercicio de sus funciones, atribuciones y competencias, mientras que por otro, se ven impuestos por la obligación de hacer pública toda aquella información que se encuentre en su posesión en estricto apego a los principios de eficacia[footnoteRef:8] y máxima publicidad, sobre éste último se debe poner mayor énfasis, puesto que establece que toda la información en posesión de los Sujetos Obligados será pública, completa, oportuna y accesible, lo que permite que la ciudadanía tenga un amplio acceso sobre lo que es el actuar de las autoridades. [8:  Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Artículo 9. …
II. Eficacia: Obligación del Instituto para tutelar, de manera efectiva, el derecho de acceso a la información;
… ] 


54. Robustece lo anterior la Tesis aislada identificada con la clave I.4º.A.40 A del Cuarto Tribunal colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta en el libro XVIII, Marzo 2013, Página 1899.

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO. Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López.

55. El derecho de acceso a la información encuentra su materia elemental en los documentos, y la Ley de Transparencia local  nos brinda el siguiente concepto, para darnos un mejor panorama:
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso,  sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;

56. Es así que, todos los actos de autoridad que realicen los Sujetos Obligados deben estar documentados y, bajo el más alto estándar de transparencia deberán poner toda la información que se encuentre en su posesión, a disposición de los particulares que la soliciten.

57. Atento a lo anterior, el SUJETO OBLIGADO deberá realizar una nueva búsqueda exhaustiva y razonable de la información en todas las sus áreas que de acuerdo a sus facultades y atribuciones eventualmente obre la información siguiente:
a) Convenio entre el Departamento del Distrito Federal, y las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, siendo publicado el 16 de diciembre de 1966 posterior en el Diario Oficial del Departamento del Distrito Federal;
b) Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, para el aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, con la autorización del entonces Presidente de la República Mexicana, Lic. Gustavo Díaz Ordaz;
c) Segundo Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, la entonces Secretaría de Recursos Hidráulicos y el Gobierno del Estado de México, relativo al aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, Méx. y a la realización de las obras de beneficio social que se mencionan; 
d) Convenio que modifica la cláusula 13ª. y establece las bases para finiquitar las obligaciones que derivan del Convenio celebrado por el Departamento del Distrito Federal y la Secretaría de Recursos Hidráulicos, con el Gobierno del Estado de México para captación y utilización de aguas de los mantos acuíferos del Alto Lerma; el cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 2 de noviembre de 1970;
c) De los convenios antes descritos, aportaciones económicas, totales y parciales, con fechas de entrega recepción; y,
d) Nombre de los servidores públicos que fungieron como enlace en la negociación de los convenios de referencia, entre el Departamento del Distrito Federal y el Estado de México. 
58. Debiéndose para tal efecto dar observancia a la modalidad elegida por el particular;  es decir a  través de  CORREO ELECTRÓNICO, a  la  dirección:                    -----------------------

59. Por otro lado, de no encontrarse la información citada en el párrafo anterior, el SUJETO OBLIGADO deberá atender las formalidades que establece el fundamento jurídico plasmado en el artículo 19 de la ley de la materia y que es del tenor literal siguiente:

Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia.
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos. (Énfasis añadido)

60.  Artículo que en su segundo párrafo, alude a actos no realizados y contemplados en alguna hipótesis jurídica pero, a) cuya realización dependa de que un tercero demande la emisión de un acto de autoridad, la expedición de una licencia, por ejemplo; b) de un acontecimiento de realización probable, la Cuenta Pública correspondiente a un ejercicio fiscal en curso, por ejemplo; o, C) una facultad potestativa, la firma de convenio de colaboración, por ejemplo. En estos casos, el sujeto obligado, al emitir su respuesta o cumplir con una resolución emitida por éste órgano garante, deberá manifestar, de manera precisa y clara, las razones que expliquen las causas por las que no se ha realizado el acto de autoridad y, en consecuencia, no se ha documentado decisión alguna.

Por lo que de ser el caso que dicha información no se encuentre en los archivos  del SUJETO OBLIGADO deberá de manifestar, de manera precisa y clara, las razones que expliquen las causas por las que no se posee la información requerida, en su caso, los inventarios de transferencia documental que corresponda.

61. Por último, señalar que si del soporte documental que se ordena su entrega obraran datos personales susceptibles de ser protegidos, deberá elaborarse la versión pública respectiva y ponerse a disposición del RECURRENTE en términos del considerando especifico siguiente.

I. [bookmark: _Toc535353797][bookmark: _Toc3464805]Del derecho de petición
62. Por otro lado es dable señalar, que si bien es cierto el análisis de la presente resolución se constriñó en ordenar la entrega de las expresiones documentales que se advertían en el escrito; también lo es que ciertamente del escrito se desprenden requerimientos que corresponden al derecho de petición, por tanto, esas solicitudes deben señalarse, que no constituyen un derecho de acceso a la información pública y por lo tanto no es atendible mediante una solicitud de Acceso a la Información, porque se tratan de manifestaciones subjetivas vertidas por el particular, interrogantes y declaraciones que no se colman con la entrega de documentos, situación que conlleva a afirmar que se está en presencia del ejercicio del DERECHO DE PETICIÓN.

63. Por lo que la entrega de una razón o un razonamiento por parte del Sujeto Obligado no es algo que la ley establezca como atribución, derecho, o facultad; pues ello implicaría un juicio de valor referente a un cuestionamiento realizado, los cuales, al constituir interrogantes, inquietudes y manifestaciones se satisfacen vía derecho de petición. 

64. Así, es transcendental dejar en claro lo que debe entenderse por derecho de petición y por derecho de acceso a la información pública.

65. Por lo que respecta a la definición de derecho de petición, el Maestro Ignacio Burgoa Orihuela refiere: “…es un Derecho Público subjetivo individual de la Garantía Respectiva Consagrada en el Artículo 8 de la Ley Fundamental. En tal virtud, la persona tiene la facultad de acudir a cualquier autoridad, formulando una solicitud o instancia escrito de cualquier índole, la cual adopta, específicamente, el carácter de simple petición administrativa, acción o recurso, etc. [footnoteRef:9]“. [9:  BURGOA ORIHUELA Ignacio. Diccionario De Derecho Constitucional, Garantías y Amparo. Ed. Porrúa, S.A., México. 1992. p. 115.] 


66. Por su parte, David Cienfuegos Salgado, concibe al derecho de petición como “el derecho de toda persona a ser escuchado por quienes ejercen el poder público. [footnoteRef:10]” . [10:  CIENFUEGOS SALGADO David. El Derecho de Petición en México. Ed. Instituto de Investigaciones Jurídica UNAM. México 2004. p. 31] 


67. A este respecto y, para diferenciar el derecho de petición al derecho de acceso a la información, resulta conducente señalar que José Guadalupe Robles, conceptualiza el derecho a la información como “un derecho fundamental tanto de carácter individual como colectivo, cuyas limitaciones deben estar establecida en la ley, así como una garantía de que la información sea transmitida con claridad y objetividad, por cuanto a que es un bien jurídico que coadyuva al desarrollo de las personas y a la formación de opinión pública de calidad para poder participar y luego influir en la vida pública. [footnoteRef:11]“. [11:  ROBLES HERNÁNDEZ José Guadalupe. Derecho de la Información y Comunicación Pública. Ed. Universidad de Occidente. México. 2004, p. 72.] 


68. Además, el derecho a la información constituye una prerrogativa de acceder a documentación en poder de los Sujetos Obligados, NO ASÍ A REALIZAR CUESTIONAMIENTOS, O MANIFESTACIONES SUBJETIVAS. Sirve de apoyo a lo anterior la definición de derecho a la información de Ernesto Villanueva que dice: “la prerrogativa de la persona para acceder a datos, registros y todo tipo de informaciones en poder de entidades públicas y empresas privadas que ejercen gasto público o cumplen funciones de autoridad, con las excepciones taxativas que establezca la ley en una sociedad democrática.” [footnoteRef:12]. [12:  VILLANUEVA VILLANUEVA Ernesto. Derecho de la Información, Ed. Porrúa. S.A., México. 2006. p. 270.	
] 


69. De lo anterior, se puede concluir que la distinción entre el derecho de petición y el derecho de acceso a la información estriba, principalmente, en que en el primero de ellos la pretensión del peticionario consiste generalmente en obligar a la autoridad responsable a que actúe en el sentido de contestar lo solicitado; mientras que en el segundo supuesto, la petición se encamina primordialmente a permitir el acceso a datos, registros y todo tipo de información pública que conste en documentos, sea generada o se encuentre en posesión de la autoridad.

70. No obstante, esta Ponencia Resolutora, le comunica al particular que se dejan a salvo sus derechos, a efecto de que pueda interponer nuevas solicitudes de información y, que con base en el estudio anterior, se efectúen en dichos términos y obtenga el soporte documental que a sus intereses convenga ante los sujetos obligados competentes, en ejercicio de su legítimo derecho humano de acceso a la información pública. 
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71. Por último, referir que el particular, al momento de interponer el recurso de revisión de mérito, tuvo a bien solicitar lo siguiente: 
[image: ]

72. Al respecto, se aprecia información no fue requerida en un primer momento como fechas, minutos, reuniones, montos económicos de apoyo para obra social, banco que intervino, etc. lo anterior se entiende como un Plus Petitio a su petición inicial que no puede abordarse.

73. Robusteciendo lo anterior, tiene aplicación al respecto por analogía la tesis aislada número I.8o.A.136 A, de la Novena Época, publicada en el Semanario Oficial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Marzo de 2009, página 2887, con número de registro 167607, que lleva por rubro y texto los siguientes:

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS ARTÍCULOS 1, 2 Y 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO DEBEN INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE PERMITIR AL GOBERNADO QUE A SU ARBITRIO SOLICITE COPIA DE DOCUMENTOS QUE NO OBREN EN LOS EXPEDIENTES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS, O SEAN DISTINTOS A LOS DE SU PETICIÓN INICIAL.
Si bien es cierto que los artículos 1 y 2 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establecen, respectivamente, que dicho ordenamiento tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal y cualquier otra entidad federal, así como que toda la información gubernamental a que se refiere dicha ley es pública y los particulares tendrán acceso a ella en los términos que en ésta se señalen y que, por otra parte, el precepto 6de la propia legislación prevé el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados; también lo es que ello no implica que tales numerales deban interpretarse en el sentido de permitir al gobernado que a su arbitrio solicite copia de documentos que no obren en los expedientes de los sujetos obligados, o sean distintos a los de su petición inicial, pues ello contravendría el artículo 42 de la citada ley, que señala que las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar los documentos que se encuentren en sus archivos -los solicitados- y que la obligación de acceso a la información se dará por cumplida cuando se pongan a disposición del solicitante para consulta en el sitio donde se encuentren.

74. Asimismo, ha sido criterio del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales bajo el criterio número 01/17 que resulta improcedente ampliar las solicitudes de información pública o de datos personales a través de la interposición del recurso de revisión, como se estima acontece en el presente asunto, al aumentar datos a la solicitud inicial, por lo que se insiste no se puede entrar al estudio de la información novedosa, criterio que es de la literalidad siguiente:
Es improcedente ampliar las solicitudes de acceso a información, a través de la interposición del recurso de revisión. En términos de los artículos 155, fracción VII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 161, fracción VII de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en aquellos casos en que los recurrentes, mediante su recurso de revisión, amplíen los alcances de la solicitud de información inicial, los nuevos contenidos no podrán constituir materia del procedimiento a sustanciarse por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; actualizándose la hipótesis de improcedencia respectiva.

Resoluciones:
· RRA 0196/16. Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 13 de julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente Joel Salas Suárez.
· RRA 0130/16. Comisión Nacional del Agua. 09 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.
RRA 0342/16. Colegio de Bachilleres. 24 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente Ximena Puente de la Mora.

75. Entonces al apreciarse que la información señalada, se trata de información que no fue requerida en la solicitud primigenia, éste Órgano Garante considera que dichas manifestaciones devienen inoperantes e inatendibles; no obstante aún y cuando no fue algo requerido originalmente al SUJETO OBLIGADO, se hace del conocimiento del particular que SE DEJAN A SALVO SUS DERECHOS para interponer nuevas solicitudes de información, que a sus intereses convenga.
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76. Del soporte documental que se ha tenido a bien ordenar, como ya se adujera, eventualmente pudieran obran datos personales susceptibles de ser protegidos; luego entonces, de ser el caso que la documentación que sea remitida en versión pública y que se proteja, aquellas características que revelen datos personales de particulares que pudieran obrar en el soporte documental de referencia, deberá versar, en los términos que se precisan.

77. Cuando un documento requerido contiene datos persónales susceptible de clasificarse, resulta procedente dicha clasificación conforme a lo señalado por los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV; 91, 137 y 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
 (…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
(…)
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.
(…)
Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.
(…)
Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública.
78. Para la clasificación de la información se requiere cumplir con las formalidades señaladas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipio, en sus artículos 143 y 149, así como los establecidos en los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así  como para  la Elaboración de Versiones Públicas.

Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:  
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable;  
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y  
I. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.  
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública
Los titulares de las áreas deberán determinar que el plazo de reserva sea el estrictamente necesario para proteger la información mientras subsistan las causas que dieron origen a la clasificación, salvaguardando el interés público protegido y tomarán en cuenta las razones que justifican el periodo de reserva establecido.  
Excepcionalmente los sujetos obligados con la aprobación de su Comité de Transparencia, podrán ampliar el periodo de reserva hasta por un plazo de cinco años adicionales y por una sola vez, siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación, mediante la aplicación de una prueba de daño.  
Cuando expiren los plazos de clasificación o se trate de información cuya publicación pueda ocasionar la destrucción o inhabilitación de la infraestructura de carácter estratégico para la provisión de bienes o servicios públicos, que a juicio de un sujeto obligado sea necesario ampliar nuevamente el periodo de reserva de la información, el Comité de Transparencia respectivo deberá hacer la solicitud correspondiente al Instituto, debidamente fundada y motivada, aplicando la prueba de daño y señalando el plazo de reserva, por lo menos con tres meses de anticipación al vencimiento del periodo.
Artículo 149. El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.
Quincuagésimo sexto. La versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, será elaborada por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a través de sus áreas y deberá ser aprobada por su Comité de Transparencia.
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las  versiones públicas la siguiente:
I.        La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables;
II.       El nombre de los servidores públicos en los documentos, y sus firmas autógrafas, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y
III.      La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos.
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internaciones suscritos por el Estado mexicano.
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas no permitan la recuperación o visualización de la misma.
79. Ante una solicitud de acceso a la información que resulte con información clasificada como confidencial, es viable de acuerdo a las disposiciones legales elaborar una versión pública. La versión pública debe ser autorizada por el Comité de Información, se debe de emitir un acuerdo de clasificación, previo a la entrega de la información al recurrente, el cual se debe de elaborar.

80. Es de señalar, que por lo que hace a las versiones públicas, el SUJETO OBLIGADO debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley, por lo que para tal efecto emitirá el Acuerdo del Comité de Información en términos de los artículos 49 fracción VIII, 122[footnoteRef:13], 135[footnoteRef:14] y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México, con el cual sustentara la clasificación de datos y con ello la "versión pública" de los documentos materia de la solicitud.  [13:  Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título.

Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y, en ningún caso, podrán contravenirla.

Los titulares de las áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.
]  [14:  Artículo 135. Los lineamientos generales que se emitan al respecto en materia de clasificación de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos obligados.] 


81. Por lo tanto, la entrega de documentos, en su versión pública, debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de información que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al SUJETO OBLIGADO a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

82. De estos dispositivos legales, se desprende que el derecho de acceso a la información pública tiene como limitante el respeto a la intimidad y a la vida privada de las personas, es por ello que este Instituto debe cuidar que los datos personales que obren en poder de los sujetos obligados sean protegidos y únicamente se den a conocer aquéllos que abonen a la rendición de cuentas y a la transparencia en el ejercicio de las atribuciones que tienen conferidas. De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares y de los servidores públicos.

83. Si el servidor público incumple con estas formalidades y entrega la información sin proteger  los datos  personales incumple con lo que estipula las disposiciones legales establecidas, asimismo que si entrega un documento testado sin  el debido acuerdo de clasificación.

84. Finalmente se concluye que los Sujetos Obligados  deberá de elaborar las versiones públicas respecto de aquella información que considere susceptible de clasificarse, debiendo de considerar las formalidades que establece la normatividad aplicable, de lo contrario se consideran documentos  alterados o de clasificación fraudulenta.

85. Por lo anteriormente expuesto y fundado, este ÓRGANO GARANTE emite los siguientes:

[bookmark: _Toc530683893][bookmark: _Toc3464809]R E S O L U T I V O S

PRIMERO. Resultan parcialmente fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer en el recurso de revisión 00002/INFOEM/IP/RR-E/2019 en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.
SEGUNDO. Se REVOCA la respuesta emitida por la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos y se ORDENA entregar vía correo electrónico, de ser el caso en versión pública, la siguiente información:
a) Convenio entre el Departamento del Distrito Federal, y las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, siendo publicado el 16 de diciembre de 1966 posterior en el Diario Oficial del Departamento del Distrito Federal; 

b)	Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, las Secretarías de Recursos Hidráulicos y de Agricultura y Ganadería y el Gobierno del Estado de México, para el aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, con la autorización del entonces Presidente de la República Mexicana, Lic. Gustavo Díaz Ordaz;
c)	Segundo Convenio Adicional celebrado entre el Departamento del Distrito Federal, la entonces Secretaría de Recursos Hidráulicos y el Gobierno del Estado de México, relativo al aprovechamiento de agua de los mantos acuíferos subterráneos de la Cuenca Alta del Río Lerma, Méx. y a la realización de las obras de beneficio social que se mencionan; 
d)	Convenio que modifica la cláusula 13ª. y establece las bases para finiquitar las obligaciones que derivan del Convenio celebrado por el Departamento del Distrito Federal y la Secretaría de Recursos Hidráulicos, con el Gobierno del Estado de México para captación y utilización de aguas de los mantos acuíferos del Alto Lerma; el cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 2 de noviembre de 1970;
e)	De los convenios antes descritos, aportaciones económicas, totales y parciales, y fechas de entrega - recepción; y,
f)	Nombre de los servidores públicos que fungieron como enlace en la negociación de los convenios de referencia, entre el Departamento del Distrito Federal y el Estado de México.

Para efectos de lo anterior se deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49 fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen dentro del soporte documental respectivo objeto de las versiones públicas que se formulen y se ponga a disposición de --------------------------------------------------------------.

De ser el caso que la información señalada en los anteriores incisos no haya sido generada poseída o administrada, el SUJETO OBLIGADO, deberá manifestar de manera precisa y clara las razones que expliquen las causas por las cuales no se haya generado, poseído o administrado, en su caso, los inventarios de transferencia documental que corresponda.

TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO, para que conforme a los artículos 186 último párrafo, 189 párrafo segundo y 199 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, vigente, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, debiendo rendir a este Instituto el informe de cumplimiento de la resolución en un plazo de tres días hábiles posteriores.

CUARTO. Notifíquese a ------------------------------------------------ la presente resolución.

[bookmark: _GoBack]QUINTO. Se hace del conocimiento de ------------------------------------------------------ que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS ZULEMA MARTÍNEZ SÁNCHEZ EMITIENDO VOTO PARTICULAR; EVA ABAID YAPUR EMITIENDO OPINIÓN PARTICULAR; JOSÉ GUADALUPE LUNA HERNÁNDEZ; JAVIER MARTÍNEZ CRUZ EMITIENDO VOTO PARTICULAR; Y LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA EMITIENDO OPINIÓN PARTICULAR; EN LA DÉCIMO PRIMERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTIUNO DE MARZO DE DOS MIL DIECINUEVE, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.

	Zulema Martínez Sánchez
Comisionada Presidenta
(RÚBRICA) 


	Eva Abaid Yapur
Comisionada
(RÚBRICA)
	José Guadalupe Luna Hernández
Comisionado
(RÚBRICA)


	
Javier Martínez Cruz
Comisionado
(RÚBRICA)
	
Luis Gustavo Parra Noriega
Comisionado
(RÚBRICA)

	
Alexis Tapia Ramírez
Secretario Técnico del Pleno
(RÚBRICA)
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Página 1 de 73

Página 72 de 73

image3.emf

image4.emf

image5.emf

image6.png
1) CONVENIO (PARA EL ALUMBRADO DE AGUAS DEL SUBSUELO EN LA ZONA DEL VALLE OE TOLUCA
DEL ESTADO OF MEXICO GUE COMPRENDE PARTE OE LA CUENCA DEL RO LERVA) EAUZADD P08

ELDIPARTAMENTOD OFL DSTRITO FEDERAL LA SECRETARIA B RECLASOS AIDRAULIOS, DF AGRIUATURA

1* ANTECEDENTE.
ELCUALSE FIRMO 14 LA IUDAD DE VEXICO €L 14 OFDICIABRS O MIL HOVECIENTOS SESENTA ¥ 515 PO:

5. ELUC GUSTAVO DI ORDAZ PRESIDENTE DE MEXCO]
B U LUIS CONEVERAIA ALVARELSECRETRO OF GOSERANCON)

L AIFONSO COROWADELROSAL FE L DEPARTAMENTO DELDISTRTD FEOERAL)
. JOSEHERNANDEL TERA (L 6FE OE DEPARTAMENTO DE RECURSOS HIDRAUUCOS)
L EMILIO MARTIVEZ MANAUTON (SECRETARI OELPRESIOENTE)

1. UC UAN GLPRECIADD (€ ECAETARID DE AGRCULTURA Y GARADERIA)

5 LIC JUAN FERNADEZ ALSAAAN € GOBERNADOR DL STADODE MPXCO!

. LIC GUSTAVO A, BARRERA GRAF SECRETARI GENERAL DL STAOD DEMEXCO]

PUBLICDO £ E DIARIO OFICAL F L FDSRACION L DI 16D DICIMBRE OF 1955

CLASULA B ~ELOEPARTARETD ELDSTRITD FEDEPAL POR LS FACUDADS ¥ COLIBIRACION DLE OTIRGAAEL
GOBERND DEL ESTAOD OF MOCCD N L REAATION Y CONSERVACION Y EL NANTENMENT) DEL SERID
VENCOMOD 4 SSUENT COIPEDEN AL ESTADD 0 WEACD

) S23000000.0 AGA LA DOTATON O GUA PTABL ARA S0 DDMESTICD A L0 SGUINTES PLERLDS
S2BHTOTAD

) SS000.00.00PHAA L CNSTRUSCION € ESOELS.

©) S370L000.00PARA CONSTRUCEONDE CAMIDS VECIULES

2-BxPONGO.

SEGUNDO CONVENIO ADICONAL CELEBRADO ENTR L DEPARTAMENTO DEL DISTRITO EDERAL Y LA SECRETANA OF
ECURSOS HDRAULICOS CON EL GOSERIO DEL STADO DE MEXICO RELATVO AL APROVECHAMIENTO DE AGUA OF
LDS MANTOS ACUFEROS SUBTERRAFIEOS €4 LA CUENCA. ALTA DEL A0 LEAHA, MEXICO ¥ AL REAUZACION 0F
(O8RS D BENEFICO SOOAL QUE 5§ NENCIONAN.

FIRMANDO EL SEGUNOO CONVENIO ADICIONAL € LA IUDAD DF MEXICO, DISTAITO FEOERAL A LOS 10 DIAS DEL
MES O SEPTIMBAE DEL 1965- €L 6 DEL DCPARTAMENTO DEL DISTATO FEDERAL, ALFONSO CORONA DEL AOSA,
EL SCCRETARI D RECURSOS WIDRAULICOS JOSE HERNANDEZ TERA, EL GOBERNADOR CONSTITUCONAL DFL
ESTADO DE MENICO JUAN FERNANOER ALBARRAN —U SECRETARIO GENERLA DE GOBIEANO DFLFSTADO DF MEXC,
GUSTALD & BARRERA GRA, TODOS ACORDANDO CON U RUSRICA.

CIAUSULA 7 &4 DEPARTAMENTO DL DSTATO FEDERAL R 1AS FACLIDADES Y COLABORACION QUE 1A
CONVENIDO EX OTORGAR AL GOSERNO DEL ESTADO DS MEXICO E LA REALIACON Y CONSERVAGION DE LAS
(OBRAS Y MANTEHIMIENTO DEL SERVIO MEICIONADO AMPLARA LA COOPERACION EN L LAUSULA SEXTA DEL
CONVENIO ORGIAL B LA ORMA SEUIENTE

A1 $18.600.000.00 COMO AMPUACION PARA OBAS OE AGUA POTABLE ¥ £SCUELAS CORRESPONDIENTES
AL PRIMERA ET,
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B1525,000.000 00PARA L DOTACION DE AGUA POTABLE PARA USO DOMESTICO ALK POBLACION DF LA

1 52500000000 PARA CONSTRUCCION D ESCUELAS Y D CAMINOS VECIVLES QUE CONECTEN CON LA
(CARRETERA OF CPERACION D€ L0 POZ05 DELSISTEMA LERWA.

3.-EXPONGO.

SEGUNDO CONVENIO DE AMPLIACION.- CHEBRADO ENTRE EL DEPARTAMENTO OEL DISTRTO FE0ETAL ¥ 1A

SEENETARA DE ECURSOS MORAULIOS CON £ GOBIANO DEL ESTADO DE MENKO, RELATVO AL

APROVECHAVIENTO DE AGUA D LS MANTOS ACUIFROS SUBTERRANEDS EN LA CUENCA. ALTA DEL I LERMA,
MEXICOY AL REALZACION D O8AAS O SENGFIC SOCIAL QUE ¢ MENCIONAN.

CON FECKADEL 10 DESEPTIEMBRE O 1959 L DCPARTAMENTO CONVIENE ELPAGO DE LAS SIGUEITES SUBAS.

) $70.000000.00 PARANUEAS GRAS O NTRODUCIDN O GUA POTARLE,
)S2000000P484 4 CONSTRUGTIN DE ESCUELS.

£) 150000000 PARA DGR DE BEEACI0 SICALCOMD SON ATADERS. EREVADERS. PEDERCS AUOITORIS

CON BASE EN LOS TRES CONVENIOS QUE DA UN TOTAL DE $81° 937.560.00 (OCHENTA Y UN MILLONES
NOVECIENTOS TREINTA Y SIETE ML QUINIENTOS SESENTA PESOS 00/100 MM CUYO MONT £ DIVDIO
EN_QUINCE PARTES IGUALES DE $5°462.508.00 (CINCO MILLONES CURTROCIENTOS SESENTA ¥ DOS MIL
‘QUINIENTOS CUATRO PESOS) EMPEZO A PAGAR A PARTIR DEL MES DE OCTUBRE DE 1970,

(CONLA ENTREGA DE LAS CANTIDADES DE QUE SE HABLA EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO CONVIENE
‘QUE QUEDA FINIQUITADO LAS OBLIGACIONES DE ENTREGA DE FONDOS Y DE COLABORACION A CARGO.
DELDEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL.

INFORM;
a-BxvoNGo

EL 12 DE OCTUBRE DESPUES DE CONSULTAR CON La CONAGUA SUS ARCHIVOS ME MANDAN L3
SIGUIENTE INFORMACION:

* CONVENIO QUE CELEBRAN EL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL Y LA SECRETARIA O
RECURSOS HIDRAULICOS Y DE AGRICULTURA Y GANADERIA CON EL GOBIERNO DEL ESTADO DE
wdco.
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* CONVENIO ADICIONAL CELEBRADO ENTRE EL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO. FEDERAL Y LA
SECRETARIA DE RECURSGS HIDRAUUICOS Y D AGRICULTURA Y GANADERIA CON EL GOBIERNO

DEL ESTADO DE MEXICO, PARA EfiL APROVECHAMIENTO DE AGUA DE LOS MANTOS ACUIFEROS
SUBTERRANEOS DE LA CUENCA DEL IO LERMIA.

+ SEGUNDO CONVENID ACICIONAL CELEBRADO EL DEPARTAMIENTO DEL DISTRITO FEDERAL Y LA
SECRETARIA DE RECURSCS HIDRAULICOS CON EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO, RELATIVO.
AL APROVECHAMIENTO DE AGUA DE LOS MANTOS ACUIFEROS SUBTERRANEOS DE LA CUENCA
ALTA DEL IO LERWMA, MEK, Y & LA REAUZACION D LAS OBRAS DE BENEFICIO SOCIAL QUE
MENCIONAN.

AS! MISMD, SE HACE DE SU CONDEIMENTO OUE LOS CONVENIDS SIGUEN VIGENTES, DESPLES OF HABERSE
LLEVADD A CABD LAS INOEMNIZACIDNES CORRESPONDIENTES.

5-E00NGO

‘CONVENIO DE FECHA 30 D SEPTIEMBRE DE 1970 CELEBRADO ENTRE EL ENTONCES DEPARTAMENTO DEL
DISTRITO FEDERAL CON AUTORIZACION DEL EICCUTIVO FEDERAL Y EL GOSIERNO DEL ESTADO DE MEXIO,

PUBLICADD EN EL DIARID DFCIAL OE LA FEOERACIONEL 2 NOVIEWERE 0 1970

CONVENIO QUE MODIFICA LA CLAUSULA 13 . ¥ ESTABLECE LAS BASES PARA FINIQUITAR LAS
oBuGACIONES.

ANTECEDENTES

1. Con fecha del 14 de dicembre de 1965-—

Del servicio do dotacién de agua se oblig6 a dar al estado de México una cooperacion de
$237000.000,00-55°000,000.00 para Ia construcidn de escuel
construccion de caminas etc.

I Enla csusula 13 2. del citado convenio-

Se permiti a desecacidn de Ias lagunas del Lerma en una superfci de 7,000 hectireas-
e oblig6 a cooperar hasta con o cantidad de $10'000.000.00 para dichas

obras-—

. En convenio adiconal del 12 de diciembre de 1968 se amplid I colsboracion -

con Ia cantidad de $15°600.00000 para obras y escuslas—
$25°000.000.00 para la dotacién de agua para uso domestico a las poblaciones de fa
Z0na-~y $25°000.000.00 para la construccidn de escuelas y caminos:
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V. En segundo convenio de ampliacion del 10 de septiembre de 1969 —se pagd la
cantidad de $20.000000.00 para obras de agua——--$8°200.00000 para la
construccion de escuelas-—-$5°300.000.00 para pago de Indemnizaciones-———y fltaba
de entregar 12 cantidad de $157502.560.00-

V.. La terminacin de las obras de benefico social ——-—-no es posible conduirlas con el
sakdo pendiente a cargo del departamento del disrito federal--
amplacién a a aportacion establecida

entrega una

Vi, En virtud de que el bombeo del agua destinada a Ia cudad de Mésico, 1o ha producido
1a desecacion —de Ias aguas del Lerma.-

presidente de Ia repibica-
para fniquitar sus oblgaciones reciprocas——

-modificacén de la clausula 13 a. del convenio
celebrado el 14 de ciciembre del 1966y establecer bases para finiuitar

SEGUNDA.-£| departamento deldistrto federal conviene en hacer entrega al Gobierno
del Estado de México ~la cantidad de $15° 50256000 pendinte de pago ——-<on lo
establecido en el Segundo Convenio DE Ampliaclén segin punto IV de antecedentes

TERCERA.-€ departamento del disrto federal conviens en hacer entrega al Gobierno
del Estado de México —Ia cantidad de $10° 000.000.00 para Ia desecacion de Iss agunas sein
convenio del 14 de diciembre de 1965-—

CUARTA.-EI departamento deldistrto federal conviene en hacer una nueva ampliacién a
1as aportaciones que se ha hecho al Goblerno de Estado de Méxic

3] $10°000.000.00 para I zonstruccién de bardos--
b) $46°435.000.00 para Ia terminacién de obras y dotacion de agua potable--

‘QUINTA-La suma defas cantidacies el departamento deldistitofederal conviene que da
un ol do $81'937,560.00 se dividird en quince partes guales de $5°462.504.00 que
empezara a pagarse a partirdel mes de octubre, mensusimente.
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ordenamientos que resulen aplicables al caso, I respuesta o rémile que se dé a a petcén debe
ser comunicada precisamente por fa autoridad ante quien s efercit el derecho,  no por ofra diversa

Sirve de apoyo a o anterior, en o conducente, a jurisprudencia de rubro y texto siguente

Epoca: Nowena Epoca

Registo: 191752

nstanci: Primera Sala

Tipo de Tess: Junprudoncia

Fuente: Semanario uccial do lo Foderaciony su Gaceta
Tomo X, Junio de 2000

Matei(s: Constuconal, Administratia

Tesis: Ta 1. 62000

Pégina: 50

deRecursos Humanosdoa rouriria Genoral el Rpabia subordneda ol utordad esponsab, ol mayor
dela misma dependenie, dacotesazna ol por insiccnes do st, aunque st ama atordad 0 haya
dado cortetacén n a0 que s ratsde autoridades douna misma dopendencia  undamentaimant o que rtony
/o garantiaconsifucionalivocad o I aigenci dodar contestacio  apefiin, o vez que ol preceplo consiuconal
nicamerio otablce que el derecho ce pofcidn 5o cumpl on s éminos antes especiicados por o quo fs autorded,
independientemente de su caro o jraruie, lns a obigacion do conestr a pticonaro y no deirio s accerly
aigun’.

Sin que pase inadvertido, que el derecho de paticion consagrado en el artculo 8 Constitucional y el
de transparencia en el numeral 6%, ambos reconocidos ademés en tatados y leyes reglamentarias, se
encuentran vinculados y relacionados en Ia medida que garantizan a os gobemados el derecho, nio
5610 2 que se s dé respuesta a sus petciones por escrloy en breve témnino, sino que s haga con
fa informacién complets, veraz y oportuna de que disponga o razonablemente deba disponer la
autoridad, o que consfituye un derecho fundamental tanto de los individuos como de la sociedad

Sin embargo, el ejerctar uno ro puede llevar al absurdo de entender como ejercitado el olro
implictamente, por o que, el presente recurso debe desecharse, al no haber atendido o dispussto en
o atculo 6 de a Constiucion, 1 Ley Generalde Transparencia y Acceso a a Informacion y la Ley
de Transparencia y Acceso ala Informacion del Estado de México y Municipios,

Por otro lado, también es importante mencionar que en los articulos 176 y 180 de la Ley de
Transparencia y Acceso a la Infcrmacion Publica del Estado de Meéxico y Municipios establecen la
garania que el solcitants tien para reparar cualquier posible afectacion alderecho de acceso a la
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Le salicita su valioso apoya para llegar a la verdad legal y obligar a la contestacion real veridica y
todo relacionadn de manera integral (fechas, minutas, reuniones, documentos de
entrega recepcion de los montos econémicos de apoyo para obra social,
montos econdmicos directos e indirectos, funcionarios que
intervinieron y la manera como lo realizaron, banco que intervino, y todo
lo relacionado a lo descrito en convenios, autorizados por el presidente
de la republica)de los entes obligados (secretaria de justicia y derecho humanos del
estado de México) de conforriidad con la ley de transparencia del estado de Méxica, en virtud de
que ro estoy de acuerdo en la manera como se contestd, (inconformidad) ante los pruebas de
hechos y de documentas validos y veridicos marcados todos como documentos oficiales, por tal

razén estoy haciendo uso de mi derecho ante estos evidencias presentadas y adicionado mas
informacion segiin obra en documentos.
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2" ANTECEDENTE.

CONVENIO ADICIONALCELEBRADO ENTRE £L DEPARTAMENTO DEL DISTAITO FEDERAL LAS SECRETARIAS DE
AECURSOS HIDRAULICOS ¥ DE AGRICULTURA Y GANADERIA ¥ EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO PARA FL
APROVECHANIENTO DE AGUA DE L0S MANTOS ACUIFEROS SUBTERANEOS DE La CUENCA ALTA DEL IO LERMA, CON
L\ AUTORIAZACION DEL PRESIDENTE DEL REPUSUICA MEXICANA EL UIC. GUSTAVO, DIAZ ORDAZ, JUNTO L3,
AMBUACION OF LA COLARDRACION CONVENIDA TN LA CLAUSULA SEXTA OEL CONVERIO ORIGIVAWIO, 451 COMO.
CON LA REALIZACION O GRAS DE SENEFICIO SOCIAL QUE SE MENCIONAN

FIRMANDO 1 SEGUNDO CONVENIO ADICIONAL EN LA CIUDAD OE MEXICO, DISTRITO FEOERAL A L0S 12 e dicemire.
e 1968

41 LI, ALFONSO CORONA DEL ROSAL (ELJEFE DEL DEPARTAMIENTO DEL DISTRITO FEDERAL)
) LICJOSE HERNANDER TERAN (L SCRETARIO DE RECURSOS HIDRAULICOS]

) LG JUAN FERNANDEZ ALBARRAN-| EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MEXICO]
1 LC GUSTAVO A BARRERA GRAF L SECHETARID GENERLA DE GOBIERNO DEL ESTADO OF MEICO)

CLAISAA 7 -6 OEPARTAVENTD 0L OISR FEDERAL PIR LSS FACIIDACE Y COLGORACION OLE . CONVND B4 OTOFGA A
GORERIDTEL STAD0 0 IO B4 L REALACION ¥ CONSCRVACON D LIS RAS Y ANTENENT) 0L ERVCID YENCENALD PLIRA
L4 COUPERACIONEN LA CLAUSUL SETA DL CNVENE GRGHAL £ 4 FUTMA SISENTE.

05 000300 CIM0 APLACIN A4 DERAS O AL POTABE Y ESCLEASCORRESPONDNTES 4 4 PRIER E2PL
) 7E0NCANOPAR L4 DITACON D A5LA PUTALE PARL US DOMEST A4 PIBLACIN O L 00

) S7S0000000 AR CORSTRCEIN DF ESTUEA ¥ OF GAMINDS VECWALES OLE CONECTEN 0N L CARRETRA D¢
OPERATION O USPOIDS DL SSTEMA 60U

PUBLICADO N LA GACETA DELGOBIERND DELESTADD DE NXICDELIA 1| D ENERD L 1S53
5 AnTECrORRTE
SEGUOD CONVENID ADICONAL CELEGRADO EKTRE £ OEPARTAMENTO DEL ISTRITO FEDERAL LAS SECRETARIS D RECURS0S

NG 08 (0 ANTOS ACUIERDS SUSTEAANEDS OF LA CUENCA AUTA LRI LA, CON A51COMO CON A REAUZACION OF

1) 11, ALFOS0 CORONA DELAGEAL (ELIEF DL DIPARTAMENTO OFLDSTRTO FEDERAY)
)11 IOSE HERNANOEETERAN. 6L SECAITARIO O RECURSOS HORAULCOS)
U 10AM PETRADEE ALBARRAN- ELGOBEANADOR CONSTITUCIONAL DELESTADO DE MEXCO)
U GUSTAY . ARRERA GRAF [SLCRETANIO O GOBIERKO DELESTADO DE M)
CONFECHA DL 10 D¢ SEPTINRE O 196 4 OEPARTAVENTO CONVIENE ELPAGO DELS SIGUIENTES SaS.
) 52000 P4 S 0SS D WIROOUECON I SR P
) L2 A CUTRICEN B ESTUUS

) ISI00009 A S OGP SECAL CND SO 4TS, DR PELEROS MBTIRCSE

 ANTECEDENTE,

CoMVENID O FECHA 30 D€ SCPTIEVEREOE 1970, CELIRAD EWTRE L DIPARTAVITO OEL DISTRTO FEDERAL CON




